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Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 000294 DE 2025

(septiembre 8)
por la cual se designa un (1) representante de los Exportadores del Producto Sujeto a 
Estabilización, para la integración del Comité Directivo del Fondo de Estabilización de 

Precios del Cacao.
El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural, en uso de sus atribuciones legales, en 

especial las conferidas por el artículo 39 de la Ley 101 de 1993 y el parágrafo del artículo 
2.11.1.6 del Decreto número 1071 de 2015, y

CONSIDERANDO:
Que en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley 101 de 1993, “Ley General 

de Desarrollo Agropecuario y Pesquero”, se crearon los “Fondos de Estabilización de 
Precios de Productos Agropecuarios y Pesqueros, como cuentas especiales, los cuales 
tienen por objeto procurar un ingreso remunerativo para los productores, regular la 
producción nacional e incrementar las exportaciones, mediante el financiamiento de la 
estabilización de los precios al productor de dichos bienes agropecuarios y pesqueros”.

Que el Decreto número 1485 de 2008, por el cual se transforma el Fondo de 
Estabilización de Precios de Exportación del Cacao en el Fondo de Estabilización de 
Precios del Cacao compilado en el Decreto número 1071 de 2015, por medio del cual se 
expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo Agropecuario, Pesquero 
y de Desarrollo Rural, transformó el Fondo de Estabilización de Precios de Exportación 
del Cacao, en el Fondo de Estabilización de Precios del Cacao, el cual, operará conforme 
a los términos establecidos en el Capítulo VI de la Ley 101 de 1993.

Que el parágrafo del artículo 6° del citado decreto, dispone que los representantes de 
los Productores, Exportadores y Vendedores del Fondo de Estabilización de Precios del 
Cacao, se realizará “para períodos de dos años. Una vez cumplido este período, podrán 
ser reelegidos indefinidamente, por períodos iguales al inicial, siguiendo el procedimiento 
descrito en el presente parágrafo”.

Que el artículo el 2.11.1.6. del Decreto número 1071 de 2015, dispone que, el Fondo de 
Estabilización de Precios del Cacao, tendrá un Comité Directivo que estará integrado por:

1.	 El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural o su delegado, quien lo presidirá.
2.	 El Ministro de Comercio, Industria y Turismo, o su delegado.
3.	 Dos representantes de los Productores de Cacao.
4.	 Un representante de los Vendedores de Cacao.
5.	 Un representante de los Exportadores del producto sujeto de estabilización.
Que el parágrafo del artículo antes citado, establece que “la designación de los 

representantes de los productores, exportadores y vendedores corresponde al Ministro 
de Agricultura y Desarrollo Rural con base en ternas presentadas por cada uno de los 
gremios representativos de cada actividad”.

Que la última designación de los representantes de los exportadores para la integración 
del Comité Directivo del Fondo de Estabilización de Precios del Cacao se realizó a través 
de la Resolución número 00085 del 31 de marzo de 2023, por un término de dos (2) años.

Que mediante radicado número 2025-313-003873-2 del 3 de marzo de 2025, el 
Presidente Ejecutivo de la Federación Nacional de Cacaoteros (Fedecacao) presentó al 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, el proceso electoral para la elección de los 
representantes de los exportadores ante el Comité Directivo del Fondo de Estabilización 
de Precios del Cacao presentando el procedimiento y cronograma correspondiente.

Que mediante radicado número 2025-313-011532-2 del 21 de mayo de 2025, el 
Presidente Ejecutivo de la Federación Nacional de Cacaoteros (Fedecacao) informó 
a la Ministra de Agricultura y Desarrollo Rural, sobre el resultado del proceso de 
elección adelantado y en consecuencia puso en consideración la terna de candidatos 
para la designación de un (1) representante de los exportadores del producto sujeto a 
estabilización, adjuntando la respectiva acta de escrutinio de la siguiente manera:

Que en virtud de lo anterior, la Dirección de Cadenas Agrícolas y Forestales, a través 
del memorando 2025-520-005750-3 del 12 de junio de 2025, remitió con destino al 
Despacho de la Ministra de Agricultura y Desarrollo Rural, el resultado del proceso de 
elección adelantado por Fedecacao y la terna de las empresas exportadoras conformada 
para la respectiva designación.

Que en ejercicio de sus competencias la Dirección de Cadenas Agrícolas y Forestales 
aplicó una matriz de evaluación objetiva cuyo resultado comunicó al despacho de la 
señora Ministra de Agricultura y Desarrollo Rural por vía electrónica el día 29 de agosto 
de 2025, y en la que consideró variables tales como toneladas exportadas por cada uno 
de los candidatos, número de destinos de exportación y resultados del proceso electoral 
comunicados por la Federación Nacional de Cacaoteros.

Que como resultado de la aplicación de la referida matriz de evaluación objetiva, que 
hace parte integral de la presente resolución, se concluyó:

“Revisados los anteriores puntajes, la empresa D’ORIGENN S. A. S. presentó la mejor 
calificación con 11 puntos en el criterio de evaluación objetiva”.

Que en virtud de lo anterior y tomando como base la información remitida por la 
Dirección de Cadenas Agrícolas y Forestales y por la Federación Nacional de Cacaoteros 
- FEDECACAO, se hace necesario designar al representante de los exportadores del 
producto sujeto a estabilización, con el fin de integrar el Comité Directivo del Fondo de 
Estabilización de Precios del Cacao.

Que en virtud del parágrafo del artículo 2.11.1.6. del Decreto número 1071 de 2015, 
corresponde al Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural designar a los representantes 
de los exportadores ante el Comité Directivo del Fondo de Estabilización de Precios del 
Cacao.

Que en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Designar como representante de los Exportadores del Producto Sujeto a 
Estabilización para integrar el Comité Directivo del Fondo de Estabilización de Precios 
del Cacao, según lo dispuesto en el parágrafo del artículo 2.11.1.6 del Decreto número 
1071 de 2015 a:

D’Origenn S. A. S.
Parágrafo. La designación realizada en el presente artículo se hace por el periodo 

máximo de dos (2) años, según lo previsto en el parágrafo del artículo 6° del Decreto 
número 1485 de 2008, o la norma que lo modifique o adicione.

Artículo 3°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 8 de septiembre de 2025.
La Ministra de Agricultura y Desarrollo Rural,

Martha Viviana Carvajalino Villegas.
(C. F.).

Ministerio de Minas y Energía

Decretos

DECRETO NÚMERO 0972 DE 2025

(septiembre 8)
por el cual se adiciona la Sección 4C al Capítulo 2 del Título III Sector de Energía Eléctrica 
de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 1073 de 2015, que habilita el desarrollo de 
la energía solar como fuente de autogeneración para los usuarios de los estratos 1, 2 y 3 
del Sistema Interconectado Nacional (SIN) y de las Zonas No Interconectadas (ZNI) como 
una alternativa al subsidio existente para el consumo de electricidad y crea el Programa 

Colombia Solar.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales, en especial las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de 
la Constitución Política, el artículo 4° de la Ley 143 de 1994, el numeral 4 del artículo 19 
de la Ley 1715 de 2014, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 334 de la Constitución Política establece que el Estado intervendrá por 

mandato de la ley en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes y en 
los servicios públicos para racionalizar la economía con el fin de conseguir el mejoramiento 
de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los 
beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano.

Que el artículo 365 de la Constitución Política señala que los servicios públicos son 
inherentes a la finalidad social del Estado y que es su deber asegurar la prestación eficiente 
a todos los habitantes del territorio nacional. En igual sentido prevé que, en todo caso. 
el Estado mantendrá la regulación, el control y la vigilancia de los servicios públicos 
domiciliarios.

Que el artículo 189.11 de la Constitución Política ordena al Presidente de la República 
ejercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, resoluciones y 
órdenes necesarios para la cumplida ejecución de las leyes.

Que, según la jurisprudencia constitucional, la potestad reglamentaria es la facultad 
general que la Constitución defiere al Presidente para dictar las “normas de carácter 
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general” que considere apropiadas para “la correcta ejecución y cumplimiento de la ley” 
(Sentencia C-098 de 1997).

Que, a su vez, la Corte Constitucional ha resaltado que la potestad reglamentaria del 
Presidente tiene por finalidad “desarrollar las reglas generales consagradas [en la ley], 
explicitar sus contenidos, hipótesis y supuestos, e indicar la manera de cumplir lo reglado, 
es decir, hacerla operativa” (Sentencia C-028 de 1997).

Que, de manera uniforme, la Corte Constitucional ha reiterado que la potestad 
reglamentaria se ejerce por “derecho propio”, por cuanto es una potestad atribuida 
al Presidente directamente por la Constitución y, por tanto, su ejercicio no requiere 
“autorización de ninguna clase por parte del legislador” (Sentencias C-302 de 1999, 
C-810 de 2014 y C-056 de 2021).

Que de conformidad con lo previsto en los artículos 1°, 2° y 4° de la Ley 142 de 
1994, la prestación del servicio público domiciliario de energía eléctrica y sus actividades 
complementarias constituyen servicios públicos esenciales y el Estado intervendrá en los 
mismos a fin de, entre otros, garantizar la calidad del bien y su disposición final para 
asegurar el mejoramiento de la calidad de vida de los usuarios, así como su prestación 
continua, ininterrumpida y eficiente.

Que el artículo 2° de la Ley 142 de 1994 dispone en el numeral 2.9. que corresponde 
a la Nación “Establecer un régimen tarifario proporcional para los sectores de bajos 
ingresos de acuerdo con los preceptos de equidad y solidaridad.”.

Que en el Título VI, en su Capítulo IV de la Ley 142 de 1994, se detallan las condiciones 
de estratificación socio económica y las principales reglas y condiciones de su aplicación.

Que de conformidad con lo previsto en los artículos 1°, 2° y 4° de la Ley 142 de 
1994, la prestación del servicio público domiciliario de energía eléctrica y sus actividades 
complementarias constituyen servicios públicos esenciales y el Estado intervendrá en los 
mismos a fin de, entre otros, garantizar la calidad del bien y su disposición final para 
asegurar el mejoramiento de la calidad de vida de los usuarios, así como su prestación 
continua, ininterrumpida y eficiente.

Que el numeral 14.18 del artículo 14 de la Ley 142 de 1994 establece que la regulación 
de los servicios públicos domiciliarios consiste en la facultad de dictar normas de 
carácter general o particular en los términos de la Constitución y la ley, para someter la 
conducta de las personas que presten los servicios públicos domiciliarios y sus actividades 
complementarias a las reglas, normas, principios y deberes establecidos por la ley y los 
reglamentos.

Que en el marco del artículo 2° de la Ley 143 de 1994, el Ministerio de Minas y Energía 
definirá los criterios para el aprovechamiento económico de las fuentes convencionales y 
no convencionales de energía, dentro de un manejo integral eficiente, y sostenible de los 
recursos energéticos del país y promoverá el desarrollo de tales fuentes y el uso eficiente 
y racional de la energía por parte de los usuarios.

Que los literales a) y b) del artículo 4° de la Ley 143 de 1994 establecen que en 
relación con el servicio de electricidad el Estado tendrá entre otros objetivos para 
el cumplimiento de sus funciones, el de asegurar el cubrimiento de la demanda de 
electricidad en un marco de uso racional y eficiente de los diferentes recursos energéticos 
del país, y asegurar una operación eficiente, segura y confiable en las actividades del 
sector.

Que el artículo 3° de la Ley 143 de 1994 prevé que le corresponde al Estado alcanzar 
una cobertura en los servicios de electricidad a las diferentes regiones y sectores del país, 
que garantice la satisfacción de las necesidades básicas de los usuarios de los estratos 
I, II y III y los de menores recursos del área rural. Asimismo, que es un deber estatal 
asegurar la disponibilidad de los recursos necesarios para cubrir los subsidios otorgados 
a los usuarios de los estratos I, II y III y los de menores ingresos del área rural, para 
atender sus necesidades básicas de electricidad.

Que en el artículo 6° ibidem establece que las actividades relacionadas con el 
servicio de electricidad se regirán por principios de eficiencia, calidad, continuidad, 
adaptabilidad, neutralidad, solidaridad y equidad. Además, esta norma define que:

“El principio de eficiencia obliga a la correcta asignación y utilización de los 
recursos de tal forma que se garantice la prestación del servicio al menor costo 
económico.

(...)
El principio de adaptabilidad conduce a la incorporación de los avances de la 

ciencia y de la tecnología que aporten mayor calidad y eficiencia en la prestación del 
servicio al menor costo económico.

(...)
Por solidaridad y redistribución del ingreso se entiende que al diseñar el régimen 

tarifario se tendrá en cuenta el establecimiento de unos factores para que los sectores 
de consumo de mayores ingresos ayuden a que las personas de menores ingresos puedan 
pagar las tarifas de los consumos de electricidad que cubran sus necesidades básicas.

Por el principio de equidad el Estado propenderá por alcanzar una cobertura 
equilibrada y adecuada en los servicios de energía en las diferentes regiones y sectores 
del país, para garantizar la satisfacción de las necesidades básicas de toda la población”.

Que el artículo 11 de la Ley 143 de 1994 define el concepto de autogenerador como 
“aquel generador que produce energía eléctrica exclusivamente para atender sus 
propias necesidades”.

Que el artículo 33 de la citada ley establece que la operación del Sistema Interconectado 
Nacional (SIN) se hará procurando atender la demanda en forma confiable, segura y 
con calidad del servicio mediante la utilización de los recursos disponibles en forma 
económica y conveniente para el país.

Que el literal d del inciso 2° del artículo 44 de la Ley 143 de 1994, reglamentado 
por el Decreto número 3860 de 2005, establece entre otros aspectos: “(...) Por eficiencia 
económica se entiende que el régimen de tarifas procurará que éstas se aproximen a 
Jo que serían los precios de un mercado competitivo, garantizándose una asignación 
eficiente de recursos en la economía, manteniendo a la vez el principio de solidaridad y 
redistribución del ingreso mediante la estratificación de las tarifas.”.

Que el inciso 3° del artículo 44 de la Ley 143 de 1994 plantea que “Por suficiencia 
financiera se entiende que las empresas eficientes tendrán garantizada la recuperación 
de sus costos de inversión y sus gastos de administración, operación y mantenimiento, 
con el valor de las ventas de electricidad y el monto de los subsidios que reciban en 
compensación por atender a usuarios residenciales de menores ingresos.”.

Que el artículo 48 de la Ley 143 de 1994 dispone que “El Gobierno Nacional 
asignará apropiará los recursos suficientes en el Plan Nacional de Desarrollo, en el 
Plan Nacional de Inversiones Públicas y en las leyes anuales del presupuesto de rentas 
y ley de apropiaciones, para adelantar programas de energización calificados como 
prioritarios, tanto en las zonas interconectadas como en zonas no interconectadas 
con el objeto de que en un periodo no mayor de veinte (20) años se alcancen niveles 
igualitarios de cobertura en todo el país, en concordancia con el principio de equidad 
de que trata el artículo 6° de la presente Ley”.

Que la Ley 855 de 2003 en su artículo primero, define las Zonas No Interconectadas 
(ZNI) a los municipios, corregimientos, localidades y caseríos no conectadas al Sistema, 
Interconectado Nacional.

Que el artículo 1° de la Ley 697 de 2001 declaró el Uso Racional y Eficiente 
de la Energía (URE) como un asunto de interés social, público y de conveniencia 
nacional, fundamental para asegurar el abastecimiento energético pleno y oportuno, la 
competitividad de la economía colombiana, la protección al consumidor y la promoción 
del uso de energías no convencionales de manera sostenible con el medio ambiente y los 
recursos naturales.

Que el artículo 4° de la Ley 697 de 2001 establece que el Ministerio de Minas y 
Energía es la entidad responsable de promover, organizar, asegurar el desarrollo y el 
seguimiento de los programas de uso racional y eficiente de la energía de acuerdo con 
lo dispuesto en la ley.

Que el artículo 9° de la Ley 697 de 2001 dispone que el Ministerio de Minas y 
Energía debe formular los lineamientos de las políticas, estrategias e instrumentos para 
el fomento y la promoción de las fuentes no convencionales de energía.

Que el artículo 1° de la Ley 1715 de 2014 señala que su objeto es “promover el 
desarrollo y la utilización de las fuentes no convencionales de energía, sistemas de 
almacenamiento de tales fuentes y uso eficiente de la energía, principalmente aquellas 
de carácter renovable, en el sistema energético nacional, mediante su integración al 
mercado eléctrico, su participación en las zonas no interconectadas, en la prestación 
de servicios públicos domiciliarios, en la prestación del servicio de alumbrado público 
y en otros usos energéticos como medio necesario para el desarrollo económico 
sostenible, la reducción de emisiones de gases de efecto invernadero y la seguridad de 
abastecimiento energético. Con los mismos propósitos se busca promover la gestión 
eficiente de la energía y sistemas de medición inteligente, que comprenden tanto la 
eficiencia energética como la respuesta de la demanda”.

Que el artículo 2° de la Ley 1715 de 2014 estableció el deber a cargo del Estado, a 
través de las entidades del orden nacional, departamental, municipal o (sic) de desarrollar 
programas y políticas para asegurar el impulso y uso de mecanismos de fomento de 
la gestión eficiente de la energía, de la penetración de las fuentes no convencionales 
de energía, principalmente aquellas de carácter renovable, en la canasta energética 
colombiana.

Que el artículo 4° de la Ley 1715 de 2014 declara de utilidad pública e interés social, 
público y de conveniencia nacional la promoción, estímulo e incentivo al desarrollo de 
las actividades de producción, utilización, almacenamiento, administración, operación 
y mantenimiento de las fuentes no convencionales de energía, principalmente aquellas 
de carácter renovable, así como el uso eficiente de la energía y la preservación y 
conservación 1 de los recursos naturales renovables.

Que el artículo 5° en su numeral 1 de la Ley 1715 de 2014 señala que la 
“autogeneración” es “aquella actividad realizada por personas naturales o jurídicas 
que producen energía eléctrica principalmente, para atender sus propias necesidades 
En el evento en que se generen excedentes de energía eléctrica a partir de tal actividad, 
estos podrán entregarse a la red, en los términos que establezca la Comisión de 
Regulación de Energía y Gas (CREG) para tal fin”.
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Que el artículo 5° en su numeral 2 de la Ley 1715 de 2014 define la “Autogeneración 
a gran escala” como aquella “Autogeneración cuya potencia máxima supera el límite 
establecido por la Unidad de Planeación Minero-Energética (UPME)”.

Que el artículo 5° en su numeral 3 de la Ley 1715 de 2014 define la “Autogeneración 
a pequeña escala” como aquella “Autogeneración cuya potencia máxima no supera el 
límite establecido por la Unidad de Planeación Minero-Energética (UPME)”.

Que el artículo 5° en su numeral 13 de la Ley 1715 de 2014 define la “Energía solar” 
como “Energía obtenida a partir de aquella fuente no convencional de energía renovable 
que consiste de la radiación electromagnética proveniente del sol”.

Que el artículo 6° de la Ley 1715 de 2014 fija como competencia administrativa 
del Ministerio de Minas y Energía, conforme a lo dispuesto en el numeral 1 literal e): 
“propender por un desarrollo bajo en carbono del sector de energético a partir del fomento 
y desarrollo de las fuentes no convencionales de energía y la eficiencia energética”.

Que el artículo 7° de la Ley 1715 de 2014 impone al Gobierno nacional el deber de 
promover la generación con fuentes no convencionales de energía y la gestión eficiente 
de la energía mediante la expedición de los lineamientos de política energética, regulación 
técnica y económica, beneficios fiscales, campañas publicitarias y demás actividades 
necesarias, conforme a las competencias y principios establecidos en dicha ley y las Leyes 
142 y 143 de 1994.

Que el artículo 10 de la Ley 1715 de 2014 crea el Fondo de Energías No Convencionales 
y Gestión Eficiente de la Energía (Fenoge) como un patrimonio autónomo, administrado a 
través de un contrato de fiducia mercantil celebrado por el Ministerio de Minas y Energía, 
cuyo objeto es promover, ejecutar y financiar planes, programas y proyectos relacionados 
con fuentes no convencionales de energía, principalmente de carácter renovable, así 
como con la gestión eficiente de la energía, lo cual contribuye al cumplimiento de los 
compromisos nacionales en materia de transición energética, desarrollo sostenible y 
mitigación del cambio climático.

Que conforme a lo dispuesto en el literal b) del artículo 10 de la Ley 1715 de 2014, los 
recursos del Fenoge podrán financiar parcial o totalmente, planes, programas Y proyectos 
en el Sistema Interconectado Nacional y en Zonas No Interconectadas dirigidos a. entre 
otras acciones, promover, estructurar, desarrollar, implementar o ejecutar Fuentes No 
Convencionales de Energía y Gestión Eficiente de la energía, así como financiar el acceso 
de FNCER para la prestación de servicios públicos domiciliarios, implementación de 
soluciones en microrredes de autogeneración a pequeña escala y para la adaptación de 
los sistemas de alumbrado público en Colombia para la gestión eficiente de la energía de 
acuerdo con el manual operativo del Fenoge Igualmente, se podrán financiar investigación, 
estudios, auditorías energéticas, adecuaciones locativas, disposición final de equipos 
sustituidos y costos de administración e interventoría de los programas, planes y proyectos.

Que el Fondo Nacional para el Desarrollo de la Infraestructura (Fondes), en los términos 
previstos en el artículo 56 de la Ley 1955 de 2019 y el 263 de la Ley 2294 de 2023, 
se encuentra facultado para financiar proyectos estratégicos para el desarrollo nacional, 
en concordancia con las prioridades definidas en el Plan Nacional de Desarrollo 2022-
2026 Colombia Potencia Mundial de la Vida. Dentro de dichas prioridades se encuentra 
la transición energética justa y sostenible, entendida como uno de los ejes estructurales 
de la política pública y del Plan de Gobierno, que busca diversificar la matriz energética, 
promover el uso de energías renovables no convencionales y garantizar el acceso 
equitativo a la energía en las regiones. En este sentido, el Programa Colombia Solar se 
reconoce como un instrumento esencial para avanzar en la democratización de la energía 
y la reducción de las brechas sociales y territoriales, razón por la cual resulta procedente 
habilitar la utilización de los recursos del Fondes para participar en este programa, bajo 
esquemas de cofinanciación con recursos no reembolsables.

Que el artículo 19 en su numeral 2 de la Ley 1715 de 2014 dispone que es un deber 
del Gobierno nacional, por medio del Ministerio de Minas y Energía, del Ministerio 
de Vivienda y del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, en el marco de sus 
funciones, fomentar el aprovechamiento del recurso solar en proyectos de urbanización 
municipal o distrital, en edificaciones oficiales, en los sectores industrial, residencial y 
comercial.

Que a su turno el artículo 19 en su numeral 4 ibidem consagra que, en materia de 
desarrollo de la energía solar, “El Gobierno nacional considerará la viabilidad de 
desarrollar la energía solar como fuente de autogeneración para los estratos 1, 2 y 3 
como alternativa al subsidio existente para el consumo de electricidad de estos usuarios”.

Que el artículo 19 en su numeral 6 de la misma norma, asigna como responsabilidad 
del Gobierno Nacional incentivar el uso de la generación fotovoltaica como forma de 
autogeneración y en esquemas de generación distribuida con fuentes no convencionales 
de energía renovable.

Que en cumplimiento de lo establecido en el artículo 19, numeral 4 de la Ley 1715 
de 2014 y tras el análisis técnico, financiero y normativo correspondiente, el Ministerio 
de Minas y Energía como cabeza del sector, encontró viable desarrollar la autogeneración 
con energía solar para los estratos 1, 2 y 3, como alternativa al subsidio existente para 
el consumo de electricidad de estos usuarios. En desarrollo de lo anterior, se encuentra 
procedente crea el Programa Colombia Solar como una política pública liderada por 
el Ministerio de Minas y Energía y sus entidades adscritas, orientada a promover la 
autogeneración con energía solar, en cualquiera de sus modalidades, para los usuarios 

de los estratos 1, 2 y 3 del  Sistema Interconectado Nacional (SIN) y de las Zonas No 
Interconectadas (ZNI), como alternativa al esquema de subsidios eléctricos vigente, en el 
marco de la Transición, Energética Justa.

Que, en todo caso, los anteriores contenidos normativos de rango legal constituyen 
“disposiciones legales que establecen criterios inteligibles, claros y orientadores dentro 
de ¡los cuales ha de actuar la administración de tal forma que se preserven los principios 
básicos de un Estado social y democrático de derecho” (Sentencias C-265 de 2002 y 
C-188 de 2022) y, por tanto, configuran la “materialidad legislativa”, a partir de la cual el 
Gobierno “puede ejercer la función de reglamentar la ley con miras a su debida aplicación” 
(Sentencias C-1075 de 2008 y C-037 de 2021).

Que el artículo 2.2.9.1.1 del Decreto número 2236 de 2023 mediante el cual se 
adicionó el Título IX a la Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 1073 del 2015, definió la 
Autogeneración Colectiva en los siguientes términos: “Autogeneración colectiva (AGRC): 
Actividad realizada por la comunidad energética que produce energía, principalmente, 
para atender su propia demanda de energía. En el evento en que se generen excedentes 
de energía a partir de tal actividad, estos podrán entregarse a la red, en los términos que 
establezca la Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG) para tal fin”.

De igual forma el Decreto 2236 de 2023 ibidem definió Autogenerador colectivo en 
los siguientes términos: “Autogenerador colectivo (AC): Usuarios o potenciales usuarios 
de, servicios energéticos que constituyen una comunidad energética para desarrollar 1) 
actividad de autogeneración colectiva”.

Que mediante la Ley 1844 de 2017 el Congreso de la República ratificó el “Acuerdo 
de París”, adoptado el 12 de diciembre de 2015 durante la COP21 de la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, que ratifica la participación 
de Colombia en dicho acuerdo y el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el 
país, de reducir sus emisiones de gases de efecto invernadero en un 50% con respecto a 
las emisiones proyectadas para el año 2030 en el escenario “Business as Usual”, definido 
de acuerdo con la actualización realizada en el año 2020 de la Contribución Determinada 
a Nivel Nacional de Colombia.

Que la Ley 1955 de 2019, “por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-
2022 pacto por Colombia, pacto por la equidad”, establece en su artículo 296 que “En 
cumplimiento del objetivo de contar con una matriz energética complementaria, resiliente 
y comprometida con la reducción de emisiones de carbono, los agentes comercializadores 
del Mercado de Energía Mayorista estarán obligados a que entre el 8 y el 10% de sus 
compras de energía provengan de fuentes no convencionales de energía renovable, a través 
de contratos de largo plazo asignados en determinados mecanismos de mercado que la 
regulación establezca. Lo anterior, sin perjuicio de que los agentes comercializadores 
puedan tener un porcentaje superior al dispuesto en este artículo”.

Que la Ley 2099 de 2021, en su artículo 3°, modificó el artículo 4° de la Ley 1715 
de 2014, estableciendo que, “La promoción, estimulo e incentivo al desarrollo de las 
actividades de producción, utilización, almacenamiento, administración, operación y 
mantenimiento de las fuentes no convencionales de energía principalmente aquellas de 
carácter renovable, así como el uso eficiente de la energía, se declaran como un asunto 
de utilidad pública e interés social, publico y de conveniencia nacional, fundamental 
para asegurar la diversificación del abastecimiento energético pleno y oportuno, la 
competitividad de la economía colombiana, la protección del ambiente, el uso eficiente de 
la energía y la preservación y conservación de los recursos naturales renovables”.

Que el artículo 108 de la Ley 2294 de 2023 por medio de la cual se expide el Plan 
Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia potencia mundial de la vida” consagra 
que “El Ministerio de Minas y Energía establecerá los criterios para la reasignación de 
subsidios de energía eléctrica definidos en las Leyes 142 y 143 de 1994, para garantizar 
que el nivel de consumo indispensable de energía eléctrica de los usuarios en condiciones 
socioeconómicas  vulnerables de los estratos 1 y 2 pueda ser cubierto”.

Que el artículo 1° del Decreto número 381 de 2012, “por el cual se modifica la 
estructura del Ministerio de Minas y Energía”, establece como objetivos de dicho 
Ministerio, formular, adoptar, dirigir y coordinar las políticas del Sector de Minas y 
Energía.

Que los numerales 4 y 5 del artículo 2º del decreto citado, establece como funciones 
del Ministerio de Minas y Energía “formular, adoptar, dirigir y coordinar la política 
en materia de uso racional de energía y el desarrollo de fuentes alternas de energía y 
promover, organizar y asegurar el desarrollo de los programas de uso racional y eficiente 
de energía y “formular, adoptar, dirigir y coordinar la política sobre las actividades 
relacionadas con el aprovechamiento integral de los recursos naturales no renovables y 
de la totalidad de las fuentes energéticas del país”.

Que el numeral 11 del artículo 4° del Decreto número 2121 de 2023, le atribuye a la 
Unidad de Planeación Minero-Energética (UPME), la función de “elaborar los planes 
de expansión de Sistema Interconectado Nacional en consulta con el cuerpo consultivo, 
de conformidad con la Ley 143 de 1994 y las normas que lo modifiquen o reglamenten y 
establecer los mecanismos que articulen la ejecución de los proyectos de infraestructura 
con los planes de expansión”.

Que estudios sectoriales realizados por la Unidad de Planeación Minero-Energética 
(UPME), el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y la Organización 
Latinoamericana de Energía (Olade) y los análisis de Ministerio de Energía en el marco 
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de la Formulación de la hoja de ruta de la Transición Energética Justa, evidencian el grado 
de concentración de la generación eléctrica del país y recomiendan que la diversificación 
de la matriz de generación de energía eléctrica colombiana debe ser una de las medidas 
principales en procura de la mitigación y adaptación frente al cambio climático.

Que, en el “Plan Indicativo de Expansión de la Generación - Actualización 2023 
-2037” se señala que: “se hace necesario analizar la interacción entre los mecanismos 
actuales que permiten la expansión del sistema de generación y transmisión, para 
aportar a la diversificación de la matriz de generación de forma coordinada, integrada y 
estratégica. En una sinergia tal que permita que, desde el planeamiento de la generación, 
se den las señales de incorporación de nueva capacidad a través de subastas y de la 
expansión de redes de transmisión”.

Que, en ese orden, la UPME concluyó del análisis de los diferentes escenarios 
desarrollados en el mismo documento, que “La promoción de mecanismos o estrategias 
que permitan viabilizar e incorporar de forma oportuna la nueva capacidad que requiere 
e sistema de generación en el mediano y largo plazo, es relevante para garantizar 
la confiabilidad y sostenibilidad del sistema eléctrico colombiano. Ello implica el 
aprovechamiento de los recursos naturales de una manera ambiental y socialmente 
sostenible, con el fin de fortalecer la resiliencia del sistema, la seguridad energética y la 
competitividad económica”. Así, la incorporación de nuevas tecnologías de generación 
a partir de Fuentes no Convencionales de Energía Renovables (FNCER), permitirá 
disminuir los costos marginales de la generación eléctrica y cumplir con las metas y los 
compromisos internacionales de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero 
(GEI) para el año 2030.

Que en el estudio sectorial elaborado por el Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID), denominado “Energías renovables variables y su contribución a la seguridad 
energética: complementariedad en Colombia”, se presentan análisis que demuestran la 
complementariedad entre fuentes no convencionales de energía renovable como la eólica, 
solar y de biomasa con los recursos hidroeléctricos convencionales, especialmente durante 
periodos estacionales e interanuales de baja hidrología.

Que, de igual forma, se ha determinado que el aumento de la participación de las 
fuentes no convencionales de energías renovables en la matriz de generación constituye 
una estrategia pertinente para garantizar tarifas justas a mediano y largo plazo para los 
usuarios del país.

Que en cumplimiento a lo ordenado en el numeral 8 del artículo 8° de la Ley 1437 
de 2011, en concordancia con lo previsto en el artículo 2.1.2.1.14 del Decreto número 
270 de 2017, el proyecto normativo se publicó en fa página web del Ministerio de Minas 
y Energía del 28 de febrero al 15 de marzo de 2025 y los comentarios recibidos fueron 
analizados en la matriz establecida para el efecto, e incorporados en el presente decreto en 
lo que se consideró pertinente.

Que, conforme a lo señalado en el artículo 7° de la Ley 1340 de 2009 y sus actos 
administrativos reglamentarios, se respondió por parte del Ministerio de Minas y Energía 
el cuestionario establecido por la Superintendencia de Industria y Comercio (SIC) para 
evaluar la incidencia del presente decreto sobre la libre competencia de los mercados. Una 
vez realizado el análisis correspondiente se determinó que el presente acto administrativo 
no tiene incidencia sobre la libre competencia. Por lo tanto, no se requiere concepto de 
abogacía de la competencia.

Que en virtud de lo anteriormente expuesto, se hace necesario mediante el presente 
decreto establecer un marco normativo claro y coherente del programa Colombia Solar 
con el propósito de garantizar el abastecimiento de la demanda de electricidad hasta el 
Consumo Básico de Subsistencia a Usuarios de estratos 1, 2 y 3, como alternativa al 
subsidio existente.:.

Que, en mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1. Adiciónese la Sección 4C al Capítulo 2, Título III Sector de Energía 
Eléctrica, Parte 2, Libro 2 del Decreto número 1073 de 2015, Único Reglamentario del 
Sector Administrativo de Minas y Energía, con el siguiente tenor:

“SECCIÓN 4C
REGLAMENTACIÓN DE LA ENERGÍA SOLAR COMO FUENTE DE 

AUTOGENERACIÓN PARA LOS ESTRATOS 1, 2 y 3 COMO ALTERNATIVA 
AL SUBSIDIO EXISTENTE PARA EL CONSUMO DE ELECTRICIDAD

Artículo 2.2.3.2.4.12. Habilitación de la energía solar como fuente de autogeneración 
y alternativa al subsidio existente: Se habilita el desarrollo de la energía solar como fuente 
de autogeneración para los usuarios de los estratos 1, 2 y 3 del Sistema Interconectado 
Nacional (SIN) y de las Zonas No Interconectadas (ZNI) como una alternativa al subsidio 
existente para el consumo de electricidad 

Artículo 2.2.3.2.4.13. Creación del Programa Colombia Solar: Se crea el Programa 
Colombia Solar como una política energética liderada por el Ministerio de Minas y 
Energía y sus entidades adscritas, orientada a promover la autogeneración con energía 
solar, en cualquiera de sus modalidades, para los usuarios de los estratos 1, 2 y 3 del 
Sistema Interconectado Nacional (SIN) y de las Zonas No Interconectadas (ZNI), como 
alternativa al subsidio existente para el consumo de electricidad de estos usuarios, en el 
marco de la Transición Energética Justa.

Parágrafo: Para la ejecución de la política energética a través del programa Colombia 
Solar, podrán participar los diversos agentes que intervienen en la cadena de prestación 
del servicio público domiciliario de energía eléctrica y desarrolladores de proyectos de 
generación de energía eléctrica a partir de energía solar.

Artículo 2.2.3.2.4.14. Alcance de Colombia Solar. El Programa tiene por alcance 
desarrollar la energía solar, a través de autogeneración, en cualquiera de sus modalidades, 
hasta el consumo básico de subsistencia para los usuarios de estratos 1, 2 y 3 del SIN, 
como alternativa al subsidio existente para el consumo de electricidad, de acuerdo con lo 
consagrado en la Ley 142 de 1994 y la Ley 1715 de 2014. Asimismo, el Programa busca 
desarrollar la energía solar, a través de autogeneración, en cualquiera de sus modalidades, 
para los usuarios de estratos 1, 2 y 3 de las ZNI como alternativa al subsidio existente para 
el consumo de electricidad.

El Ministerio de Minas y Energía será el encargado de liderar el Programa Colombia 
Solar, con independencia de que su ejecución pueda ser desarrollada, total o parcialmente, 
por otras entidades públicas, privadas o mixtas. Para tal fin, le corresponde definir los 
lineamientos, coordinar la articulación interinstitucional y ejercer el seguimiento a las 
acciones requeridas para el cumplimiento de los objetivos del Programa.

Artículo 2.2.3.2.4.15. Objetivos de Colombia Solar: Los objetivos del Programa 
Colombia Solar, entre otros, serán desarrollados a partir de los siguientes lineamientos:

•	 Promover el autoabastecimiento de energía eléctrica como alternativa al subsidio 
existente para el consumo de electricidad de los usuarios de los estratos 1, 2 y 3 
mediante la autogeneración con energía solar, en cualquiera de sus modalidades, 
por parte de estos Usuarios.

•	 Garantizar el Consumo Básico de Subsistencia de Usuarios de estratos 1, 2 y 
3 del SIN y de las ZNI, mediante la autogeneración con energía solar, en cual-
quiera de sus modalidades, a partir de Fuentes No Convencionales de Energía 
Renovable.

•	 Generar ahorros para los hogares en mayor situación de vulnerabilidad benefi-
ciados por el Programa respecto del cubrimiento del consumo básico de subsis-
tencia, reduciendo el valor que el usuario asume por la prestación del servicio 
recibido.

•	 Hacer un uso eficiente de los recursos disponibles en el Fondo de Solidaridad 
para Subsidios y Redistribución de Ingresos (FSSRI), en relación aquellos usua-
rios que pasen a hacer uso principal del Sistema de Colombia Solar, que, en 
condiciones técnicas y meteorológicas ideales, se traducirá en la reducción de la 
necesidad de acudir a los subsidios en el tiempo.

•	 Promover de manera sostenible el fomento de la autogeneración con energía 
solar, en cualquiera de sus modalidades, a partir de Fuentes No Convencionales 
de Energía Renovable, incentivando la inversión en la industria y la promoción 
del uso de energías limpias.

Artículo 2.2.3.2.4.16. Fuentes de Financiación: El Programa Colombia Solar podrá 
ser financiado con aportes de la Nación que provengan de los recursos del Presupuesto 
General de la Nación, siempre que exista disponibilidad presupuestal y que dichos recursos 
se encuentren alineados tanto con el Marco Fiscal de Mediano Plazo como con el Marco 
de Gasto de Mediano Plazo del sector.

Asimismo, podrá contar con recursos de fondos especiales, entre ellos, el Fondo de 
Energías No Convencionales y Gestión Eficiente de la Energía (Fenoge), así como del 
Fondo Nacional Para el Desarrollo de la Infraestructura (Fondes).

Adicionalmente, el Programa podrá financiarse con recursos provenientes de la Banca 
Multilateral, Bancos de Desarrollo, cooperación internacional, e inversionistas privados, 
así como otras fuentes de financiación que permitan el cumplimiento de los objetivos del 
Programa.

Parágrafo 1°. Las Entidades Territoriales podrán cofinanciar proyectos del Programa 
Colombia Solar, liderado por el Ministerio de Minas y Energía

Parágrafo 2°. Cuando los recursos provengan del Fondes, su Consejo de Administración 
autorizará la operación como una cofinanciación con recursos no reembolsables.

Artículo 2.2.3.2.4.17. Reglamentación y desarrollo del Programa Colombia Solar. 
El Ministerio de Minas y Energía expedirá la reglamentación del Programa Colombia 
Solar, definiendo, conforme a la Constitución y la ley, los instrumentos financieros y 
contractuales para su implementación, así como lo referente a la propiedad, operación y 
mantenimiento de la infraestructura que se desarrolle en el marco de este Programa. De 
igual manera, realizará la coordinación y gestión, entre otros, con los diversos agentes 
para el desarrollo del Programa, ejecutando los recursos que se dispongan conforme a las 
fuentes de financiación previstas en el artículo 2.2.3.2.4.16.

La reglamentación deberá tener como directriz general los objetivos del programa 
Colombia Solar establecidos en el artículo 2.2.3.2.4.15 en armonía con los objetivos 
de la Transición Energética Justa (TEJ). Así mismo, se buscará la complementariedad 
con otros esquemas de apoyo existentes; sin perjuicio de la competencia del Ministerio 
para definir los aspectos técnicos y operativos que considere necesarios para la adecuada 
implementación del Programa.

Artículo 2.2.3.2.4.18. Articulación del Programa Colombia Solar con otras 
Iniciativas de Autoabastecimiento Energético. El Programa Colombia Solar podrá 
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articularse con otras iniciativas y esquemas de autoabastecimiento energético. Para ello, 
el Ministerio de Minas y Energía podrá establecer mecanismos de coordinación con otros 
programas, entidades y fuentes de financiamiento destinadas a suplir las necesidades de 
acceso y abastecimiento de energía en el país.

Artículo 2.2.3.2.4.19. De la regulación. La Comisión de Regulación de Energía 
Eléctrica y Gas (CREG), en un término de 3 meses contados a partir de la fecha de 
expedición de la reglamentación del programa por parte del Ministerio de Minas y Energía, 
deberá, en el marco de sus competencias regular y/o armonizar la normatividad vigente, 
estableciendo los aspectos técnicos necesarios en materia de medición, liquidación en la 
factura y demás disposiciones que consideren pertinentes para la adecuada implementación 
y operación del Programa Colombia Solar, conforme a los objetivos trazados en el presente 
decreto, los que lo modifiquen, sustituyan o deroguen.

Artículo 2.2.3.2.4.20. Inspección, vigilancia y control del Programa Colombia Solar. 
La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en el marco de sus competencias 
legales, ejercerá sus funciones de inspección, vigilancia y control.

Artículo 2.2.3.2.4.21. Focalización y priorización en el Sistema Interconectado 
Nacional (SIN). El Ministerio de Minas y Energía reglamentará los criterios y 
mecanismos para la focalización y priorización de Usuarios de estratos 1, 2 y 3 del Sistema 
Interconectado Nacional (SIN) que serán beneficiarios del Programa Colombia Solar.

Artículo 2.2.3.2.4.22. Focalización y priorización en Zonas No Interconectadas 
(ZNI). El Ministerio de Minas y Energía reglamentará los criterios y mecanismos para 
la focalización y priorización de usuarios en Zonas No Interconectadas (ZNI) que serán 
beneficiarios del Programa Colombia Solar.

Artículo 2.2.3.2.4.23. Propiedad de los beneficios de mitigación de gases efecto 
invernadero (GEI). Para efectos del Registro Nacional de Reducción de Emisiones de 
Gases de· Efecto Invernadero (Renare), o el mecanismo que lo modifique, sustituya o 
derogue, el Ministerio de Minas y Energía será el titular de los beneficios que se deriven del 
registro de los proyectos desarrollados por parte del Programa Colombia Solar, aportando 
a la mitigación de emisiones de gases de efecto invernadero (GEI). 

Parágrafo. En el caso de financiación o cofinanciación mencionados en el artículo 
2.2.3.2.4.16, los inversionistas podrán ser titulares de los beneficios que se deriven del 
registro Renare de los proyectos desarrollados en el marco del Programa Colombia Solar, 
de acuerdo con la reglamentación que el Ministerio de Minas y Energía expida para el 
efecto.

Artículo 2°. Vigencia. El presente decreto rige a partir del día siguiente a su publicación 
en el Diario Oficial.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C. a 8 de septiembre de 2025.

GUSTAVO PETRO URREGO
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Germán Ávila Plazas.
El Ministro de Minas y Energía,

Edwin Palma Egea.

Ministerio de Comercio,  
Industria Y Turismo 

Decretos

DECRETO NÚMERO 0971 DE 2025

(septiembre 8)
por medio del cual se reglamenta el Decreto Ley 1094 de 2024 en relación con el 
fortalecimiento del sistema económico propio y del buen vivir en los territorios de los 

pueblos indígenas que conforman el Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC)
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales 

y legales, en especial, las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 y el artículo 5° del 
Decreto Ley 1094 de 2024

CONSIDERANDO:
Que los artículos 1° y 2° de la Constitución Política establecen que Colombia es un 

Estado Social de Derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, 
con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, que 
tiene dentro de sus fines facilitar la participación de todos en las decisiones que les afectan 
y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación.

Que del artículo 7° de la Constitución Política señala que el Estado reconoce y protege 
la diversidad étnica y cultural de la Nación.

Que la Constitución Política en su artículo 75 dispone que el espectro electromagnético 
es un bien público inenajenable e imprescriptible sujeto a la gestión y control del Estado.

Que el artículo 209 de la Constitución Política señala que “La función administrativa 
está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante 
la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. Las autoridades 
administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los 
fines del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá un control interno 
que se ejercerá en los términos que señale la ley”.

Que el artículo 286 de la Constitución Política estipula que los territorios indígenas 
son entidades territoriales y el artículo 287 de la Constitución Política establece que estas 
gozan de autonomía para la gestión de sus intereses dentro de los límites de la Constitución 
y la ley.

Que el artículo 330 de la Constitución Política prescribe que los territorios indígenas 
estarán gobernados por consejos conformados y reglamentados según los usos y costumbres 
de sus comunidades y ejercerán, entre otras, la función de diseñar las políticas y los planes 
y programas de desarrollo económico y social dentro de su territorio, en armonía con el 
Plan Nacional de Desarrollo.

Que la Ley 74 de 1968 ratificó el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y 
Políticos (PIDCP) y el Pacto de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Pidesc), 
instrumentos que ratifican la libre autodeterminación y las formas de autogobierno 
para poseer, utilizar, desarrollar y controlar las tierras, territorios, iniciativas y sistemas 
económicos propios y los espacios de vida ocupados o utilizados ancestralmente, así 
como el derecho a disfrutar de los medios de subsistencia y desarrollo a partir de la libre 
determinación de las actividades económicas tradicionales, y en consecuencia, señalando 
a los Estados el deber de adoptar medidas eficaces para reconocer y proteger el ejercicio 
de estos derechos.

Que la Ley 21 de 1991 aprueba el Convenio número 169 sobre pueblos indígenas y 
tribales en países independientes, en los artículos 7º, 13, 14 y 23 reconoce el derecho a 
la propiedad y posesión, así como la importancia espiritual y cultural que reviste para los 
pueblos indígenas la relación con las tierras y territorios. Asimismo, el derecho a decidir 
sobre sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo económico, social, 
cultural, territorial y ambiental en consonancia con sus valores culturales y formas de 
vida, y a participar en la formulación, aplicación y evaluación de planes y programas de 
desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente.

Que conforme a lo dispuesto por la Ley 165 de 1994 por la cual se aprueba el Convenio 
sobre Diversidad Biológica, los sistemas de conocimientos y sabiduría de los pueblos 
indígenas son de carácter colectivo, comunitario, intangible, inalienable y diverso, que han 
perdurado en el tiempo y el espacio mediante expresiones y manifestaciones espirituales 
orales y escritas desde sus cosmovisiones.

Que el artículo 6° de la Ley 489 de 1998 establece el principio de coordinación y 
colaboración entre autoridades administrativas para garantizar la armonía en el ejercicio 
de las funciones y lograr los fines del Estado. Para ello, las entidades del orden nacional 
deberán prestar su respectiva colaboración.

Que, el artículo 11 de la Ley 1341 de 2009, modificado por el artículo 8 de la Ley 
1978 de 2019, determina que el acceso al uso del espectro radioeléctrico requiere permiso 
previo, expreso y otorgado por el Ministerio de Tecnologías de la información y las 
Comunicaciones (MinTIC).

Que el inciso primero del artículo 13 de la Ley 1341 de 2009 modificado por el artículo 
8 de la Ley 1978 de 2019, establece que la utilización del espectro radioeléctrico por 
los proveedores de redes y servicios de telecomunicaciones, así como los operadores del 
servicio de televisión abierta radiodifundida que se acojan al régimen de habilitación 
general, dará lugar a una contraprestación económica a favor del Fondo Único de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones.

Que la Ley 2162 de 2021 creó el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, como 
el órgano rector del sector y del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación 
(SNCTI), el cual tiene entre sus objetivos y funciones fortalecer las capacidades regionales 
en CTel y articular y coordinar las instancias departamentales y municipales encargadas 
de estos temas en los territorios, con el fin de contribuir al desarrollo económico y social 
de estos.

Que en consonancia con lo establecido en el Decreto número 2143 de 1979, los 
parques industriales son fundamentales para el desarrollo económico y la generación de 
empleo, al agrupar empresas relacionadas que comparten infraestructura y servicios, lo 
que optimiza la producción y fomenta la sostenibilidad; y su adecuada ubicación en suelo 
suburbano, de acuerdo con la planificación, permite equilibrar el crecimiento industrial 
con la conservación del entorno y el ordenamiento territorial.

Que el Decreto número 111 de 1996 compila las normas que conforman el Estatuto 
Orgánico del Presupuesto y establece los principios que rigen la programación y ejecución 
del presupuesto nacional, destacando la necesidad de realizar inversiones y asignar 
recursos que promuevan la equidad y el bienestar social.

Que, de conformidad con el Decreto 210 de 2003, el Ministerio de Comercio, Industria 
y Turismo tiene como objetivo primordial, dentro del marco de su competencia, formular, 
adoptar, dirigir y coordinar las políticas generales en materia de desarrollo económico y 
social del país, relacionadas con la competitividad, integración y desarrollo de los sectores 
productivos de la industria, la micro, pequeña y mediana empresa, el comercio exterior de 
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	Ministerio de Relaciones Exteriores
	DECRETO NÚMERO 0978 de 2025
	por el cual se crea la Bonificación Migratoria para los servidores públicos de los Empleos en los niveles profesional, técnico y asistencial de la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia.
	Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público
	RESOLUCIÓN NÚMERO 2212 DE 2025
	por la cual se reconoce como deuda pública de la Nación en virtud del artículo 237 de la Ley 1955 de 2019 y el artículo 153 de la Ley 2294 de 2023, y se ordena el pago, de los valores a favor de las entidades recobrantes que fueron reconocidos mediante Ac
	RESOLUCIÓN NÚMERO 2234 DE 2025
	por la cual se efectúa una modificación al Anexo del Decreto de Liquidación en el Presupuesto de Gastos de Funcionamiento del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para la vigencia fiscal de 2025.




	Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural
	RESOLUCIÓN número 000294 DE 2025
	por la cual se designa un (1) representante de los Exportadores del Producto Sujeto a Estabilización, para la integración del Comité Directivo del Fondo de Estabilización de Precios del Cacao.


	Ministerio de Minas y Energía
	DECRETO NÚMERO 0972 DE 2025
	por el cual se adiciona la Sección 4C al Capítulo 2 del Título III Sector de Energía Eléctrica de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 1073 de 2015, que habilita el desarrollo de la energía solar como fuente de autogeneración para los usuarios de los


	Ministerio de Comercio, 
Industria Y Turismo 
	DECRETO NÚMERO 0971 DE 2025
	por medio del cual se reglamenta el Decreto Ley 1094 de 2024 en relación con el fortalecimiento del sistema económico propio y del buen vivir en los territorios de los pueblos indígenas que conforman el Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC)


	Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio
	Resolución número 0639 de 2025
	por medio de la cual se adopta el Manual Administrativo de cobro coactivo y persuasivo de Cartera del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y del Fondo Nacional de Vivienda.


	Ministerio de las Culturas, 
las Artes y los Saberes
	RESOLUCIÓN DM NÚMERO 0472 de 2025
	por la cual se modifica la Resolución número 0647 del 3 de abril de 2009, por la cual se aprueba el Plan Especial de Manejo y Protección de la Casa denominada “Villa Adelaida”, localizada en la carrera 7ª No. 70-40 de Bogotá D. C., declarada como Bien de 


	Superintendencias
	Superintendencia de Servicios públicos Domiciliarios
	RESOLUCIÓN número SSPD- 20251000444665 DE 2025
	por la cual se fija el plazo para la presentación del informe de Auditoría Externa de Gestión y Resultados (AEGR) para los Auditores Externos y/o responsables del Control Interno de los servicios públicos domiciliarios de Acueducto, Alcantarillado y Aseo 
	RESOLUCIÓN número SSPD - 20251000437775 DE 2025
	por la cual se modifica el cronograma de cargue de la Resolución SSPD 20251000182585 del 23 de abril de 2025.




	Unidades Administrativas Especiales
	Unidad de Planeación Minero Energético
	RESOLUCIÓN NÚMERO 000757 DE 2025
	por la cual se determina el procedimiento para resolver las solicitudes de conexión de usuarios finales, según lo dispuesto en la Resolución CREG 075 de 2021, modificada por la Resolución CREG 101 020 de 2023, se deroga la Resolución UPME 1041 de 2024 y s



	Entidades Financieras de 
Naturaleza Especial
	Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior
	Acuerdo número 03 de 2025
	por medio del cual se autoriza al representante legal del Icetex como entidad financiera de naturaleza especial, para adquirir compromisos que afecten vigencias futuras para adelantar el proceso de contratación de los servicios profesionales especializado
	Acuerdo número 06 de 2025
	Por el cual se autoriza al Presidente del Icetex para que gestione el alistamiento normativo, técnico y operativo de los mecanismos de captación de ahorro, y se dictan otras disposiciones.

	Acuerdo número 08 de 2025
	por el cual se autoriza el castigo de cartera de créditos educativos otorgados por el Icetex y el registro de ajuste contable.

	Acuerdo número 11 de 2025
	por el cual se fija la tarifa por la prestación de servicios en la administración de recursos de terceros administrados por la Vicepresidencia de Fondos en Administración del Icetex.




	Establecimientos Públicos
	Instituto Colombiano Agropecuario
	RESOLUCIÓN NÚMERO 00020314 DE 2025
	por medio de la cual se establecen los requisitos sanitarios para la importación a Colombia de Harina de origen aviar (carne, hueso, sangre y pluma) procedente de Portugal, para consumo animal.



	V a r i o s
	Fiscalía General de la Nación
	RESOLUCIÓN NÚMERO 0-0274 DE 2025
	por medio de la cual se modifica el numeral 1.6 y 1.7 del artículo primero de la Resolución número 0-2353 del 29 de junio de 2017.

	Auditoría General de la República
	resolución Orgánica número 006 de 2025
	por la cual se adopta el Sistema de Gestión Integrado (SGI) de la Auditoría General de la República.


	Jurisdicción Especial para la Paz
	ACUERDO AOG NÚMERO 025 DE 2025
	por el cual se aprueba el plan de movilidad escalonada de la Sala de Amnistía o Indulto hacia la Sala de Definición de Situaciones Jurídicas, para apoyar la decisión de renuncias a la persecución penal y las demás resoluciones necesarias para definir la s


	Alcaldía Mayor de Bogotá – Secretaría Distrital de Cultura, Recreación y Deporte
	RESOLUCIÓN NÚMERO 616 DE 2025
	por la cual se aprueba la reforma del estatuto del Club de Ciclismo Roberto “Oso Sánchez.








